
JUZGADO CINCUENTA Y TRES CIVIL MUNICIPAL  
  

Bogotá D. C., veintiocho (28) de septiembre de dos mil veintidós (2022)  
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El proceso ejecutivo parte de la existencia del título base de ejecución, con fuerza suficiente 
por sí mismo de plena prueba, toda vez que mediante él se pretende, obtener el cumplimiento 
forzado de la obligación allí, motivo por el cual junto con la demanda, debe necesariamente 
anexarse título que preste mérito ejecutivo, acorde con las previsiones contenidas en nuestro 
ordenamiento, es decir apoyarse inexorablemente no en cualquier clase de documento, sino 
en aquellos que efectivamente produzcan en el fallador un grado de certeza tal, que de su 
simple lectura quede acreditada, al menos en principio, una obligación indiscutible que se 
encuentre insatisfecha, debido a las características propias de este proceso, en el que no se 
entra a discutir el derecho reclamado por estar o deber estar ya plenamente demostrado, 
sino obtener su cumplimiento coercitivo. 
 
Nuestro Estatuto Procesal prevé en su artículo 422 que:  
 
“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones claras, expresas y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante y constituyan plena 
prueba contra él, o las que emanen de una Sentencia de condena proferida por juez o tribunal 
de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme 
a la ley, o de las providencias que en procesos contenciosos-administrativos o de policía 
aprueben la liquidación de las costas o señalen honorarios de los auxiliares de la justicia. 
(...)”  
 
Del contenido de la norma en cita se tiene, que el legislador no hace una relación taxativa de 
los documentos que sirven de título ejecutivo, sino que es meramente enunciativo, de suerte 
que para tal fin pueden hacerse valer innumerables documentos, como el contrato de 
arrendamiento, los títulos valores, entre muchos otros, así mismo que para la viabilidad de 
la ejecución se requiere que la obligación demandada sea clara, expresa y exigible. 
 
De conformidad con lo previsto en la norma en cita, se pueden demandar las obligaciones 
claras, expresas, y exigibles en donde la claridad tiene que ver con la evidencia de la 
obligación, su comprensión, en la determinación de los elementos que componen el título 
tanto en su forma exterior como en su contenido, que de su sola lectura se pueda desprender 
el objeto de la obligación los sujetos activo y pasivos y sobre todo que haya certeza en 
relación con el plazo de su cuantía o tipo de obligación; lo expresa: se refiere a que la 
obligación se encuentre declarada en el documento que la contiene, su alcance y pueda 
determinarse con precisión y exactitud la conducta a exigir al demandado, mientras que la 
exigibilidad hace alusión a que la prestación no esté sometida plazo o condición o que de 
estarlo se haya vencido el plazo o cumplido la condición; elementos éstos que deben brotar 
con meridiana claridad del instrumento soporte de la ejecución, que permitan al funcionario 
establecer del mismo, la existencia del derecho que se reclama. 
 
De otro lado los títulos ejecutivos pueden clasificarse en múltiples formas entre otras, como 
judiciales, legales, adhesivos, contractuales, títulos que emanan de actos unilaterales del 
deudor y complejos, estos últimos, también denominados compuestos, son de interés del 
presente, y hacen alusión a aquellos en los que la obligación se deduce del contenido de dos 
o más documentos dependientes o conexos, es decir ligados íntimamente, de manera que 
el mérito ejecutivo emerge como consecuencia de la unidad jurídica del título, como sería el 
caso de obligaciones derivadas de un contrato que requieren que para su exigibilidad que se 



acredite el cumplimiento de determinados presupuestos como sería eventualmente la 
declaración de caducidad, tratándose de contratos estatales. 
 
En sede de tutela la Corte Constitucional refirió que el titulo ejecutivo complejo “exigen que 
el título ejecutivo contenga una prestación en beneficio de una persona. Es decir, que 
establezca que el obligado debe observar a favor de su acreedor una conducta de hacer, de 
dar, o de no hacer, que debe ser clara, expresa y exigible. Es clara la obligación que no da 
lugar a equívocos, en otras palabras, en la que están identificados el deudor, el acreedor, la 
naturaleza de la obligación y los factores que la determinan. Es expresa cuando de la 
redacción misma del documento, aparece nítida y manifiesta la obligación. Es exigible si su 
cumplimiento no está sujeto a un plazo o a una condición, dicho de otro modo, si se trata de 
una obligación pura y simple ya declarada.”1 
 
En el presente asunto se pretenden ejecutar de manera conjunta un acta de conciliación y 
varias letras de cambio, para lo cual es necesario aclarar que, si bien el acta de conciliación 
soporta la creación de las letras de cambio, ambos son títulos ejecutivos de los cuales la 
obligación no se deduce del contenido de dos o más documentos.  
 
No comparte el despacho el criterio de la parte demandante de ejecutar argumentando el 
“título complejo” la totalidad de la obligación de la parte pasiva, pues no todas las letras de 
cambio son exigibles, así como tampoco ha cumplido el plazo pactado para ejecutar la 
totalidad de las cuotas acordadas en la conciliación, razón por la cual se negará el 
mandamiento de apago respecto las obligaciones que no son actualmente exigible. 
 

Resuelve:  
 
Primero. Negar el mandamiento de pago respecto las letras de cambio No. 28, 29, 30, 31, 
32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40 y 41solicitado por JOSÉ SIXTO BERNAL GUEVARA contra 
JANNETH PARRA CORTES. 
 
Notifíquese (2),         

 
Juez 
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La providencia anterior se notifica por Estado No. 161 fijado en el Portal Web 
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 En la fecha 29- septiembre- 2022 

Edna Dayan Alfonso Gómez       
Secretaria  

   
 

 
1 Sentencia T-747 de 2013 


